El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto – 2ª instancia –17 de julio de 2018

Proceso: 


Disolución y liquidación de sociedad de hecho
Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-001-2013-00027-05
Demandante: 

 Orlando López Valencia
Demandado:

Aurelio López Valencia
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD DE HECHO / MEDIDAS CAUTELARES / TAXATIVIDAD / EMBARGO Y SECUESTRO CONTEMPLADO EN ARTÍCULO 590 CGP SÓLO PROCEDE PARA PROCESOS DECLARATIVOS / REVOCA / NIEGA
En otras palabras, para decretar una medida cautelar, el juez debe verificar que esté indicada en las normas generales, o autorizada para el proceso especial en el que se pide, de lo contrario no puede acceder a la solicitud, porque sería trastocar la regla de la especificidad que en este aspecto es clara. 

(…)
Es decir que la aplicación de la regla primera, literal a) del artículo 590 del CGP, está restringida a los procesos declarativos, según el encabezado de la norma, de suerte que no se puede aplicar a otro tipo de procesos.
(…)
Sin embargo, haciendo uso precisamente de la taxatividad que impera en estos temas, debemos tener en cuenta que en el presente asunto se dictó sentencia favorable a los intereses del demandante, por lo que el embargo y secuestro solicitado sí está especificado dentro de la norma especial que rige esta clase de procesos, es así como el numeral 6º del artículo 529 del nuevo estatuto procesal civil, autoriza el decreto del “… embargo y secuestro de todos los activos de propiedad de la compañía”, una vez se ordene la disolución y se designe al liquidador, tal como aquí ocurre.
(…)

Como viene de verse, en vista de que las medidas cautelares decretadas son improcedentes, se dispondrá revocar el auto protestado y, en su lugar, se negarán.
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL





 
  SALA  UNITARIA CIVIL - FAMILIA





Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, julio diecisiete de dos mil dieciocho
   



Expediente 66001-31-03-001-2013-00027-05
  



Decide esta Sala Unitaria el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el auto del 26 de febrero de 2018, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho instaurado por Orlando López Valencia frente a Aurelio López Valencia. 
   



ANTECEDENTES

  



Una vez dictada la sentencia de primer grado, que accedió a las pretensiones del demandante, este solicitó como medidas cautelares el embargo y secuestro de los inmuebles identificados con la matrícula inmobiliaria Nos. 290-52270, 290-52268 y 290-52271, de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, bienes que se encuentran en cabeza de la señora Rosalba Castaño López.   
Por auto del pasado 26 de febrero, el juzgado, con base en el artículo 590 numeral 1 literal a) inciso 2, en concordancia con el artículo 323 numeral 1º del Código General del Proceso, accedió a las medidas solicitadas y procedió a decretarlas. 
Contra esta decisión la parte demanda interpuso recurso de apelación, con fundamento en que i) en la sentencia no se condenó al pago de suma alguna; ii) los bienes inmuebles objeto de embargo y secuestro pertenecen a un tercero; y iii) los principios de legalidad y debido proceso que son soporte de las medidas cautelares. 

Se pasa a resolver lo pertinente, previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

Es competente esta Sala Unitaria para resolver sobre el recurso de apelación propuesto (arts. 31 y 35 CGP), que, además, es procedente, en los términos del artículo 321-8 del mismo estatuto. 
El problema jurídico a definir en el presente asunto gira en torno a si es procedente el embargo y secuestro de unos inmuebles con fundamento en el inciso 2º del literal a) numeral 1º del artículo 590 del CGP, tal como lo decidió la juez de primer grado, o si dicha medida es contraria a derecho, como lo alega el recurrente. 
Para la Sala el razonamiento que le dio la funcionaria al presente asunto no es acertado, pues en su decisión dejó de lado la taxatividad que campea en estos asuntos, cuando de medidas cautelares se trata, al igual que pasó por alto la inaplicabilidad, en esta clase de procesos del literal a) del numeral 1º del artículo 590 del CGP.
En otras palabras, para decretar una medida cautelar, el juez debe verificar que esté indicada en las normas generales, o autorizada para el proceso especial en el que se pide, de lo contrario no puede acceder a la solicitud, porque sería trastocar la regla de la especificidad que en este aspecto es clara. 

Tanto en el estatuto procesal anterior, como en el actual, se trata de una de las características especiales de las medidas cautelares, que como bien lo dice la doctrina,

“Deben estar predeterminadas en la ley, porque la codificación se encarga no sólo (sic) de tipificarlas sino de señalar el proceso dentro del cual proceden, requisito que no se puede confundir con el de que sean o no nominativas, porque también en el evento de que se permitan las medidas cautelares que el juez estime pertinentes opera la predeterminación, entendida en el sentido de que siempre una norma debe contemplarlas de antemano.”

Es decir que la aplicación de la regla primera, literal a) del artículo 590 del CGP, está restringida a los procesos declarativos, según el encabezado de la norma, de suerte que no se puede aplicar a otro tipo de procesos. 
Es lo que pasa en el presente asunto, porque se trata de un proceso de disolución y liquidación de la sociedad de hecho habida entre las partes, que, precisamente, está ubicado dentro de los de liquidación de que trata la sección tercera del libro tercero del CGP, no entre los declarativos, que forman la sección primera del mismo libro, con lo que es propio señalar que no se le pueden extender las reglas de las medidas cautelares, en atención a esa restricción que la misma ley establece, en eso erró la juez de instancia.
Sin embargo, haciendo uso precisamente de la taxatividad que impera en estos temas, debemos tener en cuenta que en el presente asunto se dictó sentencia favorable a los intereses del demandante, por lo que el embargo y secuestro solicitado sí está especificado dentro de la norma especial que rige esta clase de procesos, es así como el numeral 6º del artículo 529 del nuevo estatuto procesal civil, autoriza el decreto del “… embargo y secuestro de todos los activos de propiedad de la compañía”, una vez se ordene la disolución y se designe al liquidador, tal como aquí ocurre. 
Por tanto, en aplicación de tal normativa, sería del caso entrar a acceder entonces a la cautela solicitada, sino fuera porque los inmuebles que se piden embargar y secuestrar no pertenecen a la sociedad de hecho aquí disuelta, que es sobre lo que gira el objeto de la medida cautelar. Así lo señaló la misma sentencia de primer grado, que se puede consultar en la página de internet del Tribunal Superior de Pereira, en la que se dispuso que:

“Así las cosas se dispondrá la liquidación de la sociedad de hecho formada por los señores Orlando y Aurelio López Valencia y se declarará en estado de liquidación, para pagar a cada socio el 50% de lo que le corresponde en cuanto a su participación en la sociedad y específicamente, sobre el bien determinado como  “establecimiento de comercio Bujes Pereira”, de allí que para su liquidación, nos atenemos a lo dispuesto en los arts. 515 y 516 del C. Co. y dentro del que pueden vincularse los inmuebles adscritos a los folios de matrícula inmobiliaria 290-52270 / 52271 /52268, que en este momento están en cabeza de la señora Rosalba Castaño  (fls. 961 a 964)…” 
Y más adelante se aclaró que:
“Lo anterior, tiene incidencia porque para efectos de obtenerse la liquidación, como los inmuebles están en cabeza de una persona diferente al demandado, su valor será tenido en cuenta para ser repartido, como se indicó con anterioridad”
En otras palabras, en el fallo se incluyeron los inmuebles objeto de la medida cautelar que aquí se estudia, pero con el objeto de que su valor fuera tenido en cuenta dentro de la liquidación, no los bienes como tal, así se dejó claro, sin que en el ordinal “OCTAVO” de la parte resolutiva se haya dicho lo contrario, pues, simple y llanamente, se dispuso el decreto de embargo y secuestro de los activos de propiedad de la compañía y del establecimiento de comercio, pero nunca de otros diferentes, ni mucho menos de distinto dueño, como aquí se quiere hacer ver.
Como viene de verse, en vista de que las medidas cautelares decretadas son improcedentes, se dispondrá revocar el auto protestado y, en su lugar, se negarán. 

Como el recurso prospera y se trata de un auto que va a ser revocado, no habrá lugar a condena en costas en esta sede (art. 365, numeral 1 y 4 CGP)

  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto del 26 de febrero de 2018, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho instaurado por Orlando López Valencia frente a Aurelio López Valencia.




En su lugar, se niega el decreto de las medidas cautelares solicitadas por la parte demandante.





Sin lugar a costas (artículo 365, numerales 1 y 4, CGP). 
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Parte General. DUPRE Editores. Bogotá 2016. Pág. 1077.





